DERECHO DE PETICIÓN/ Vencimiento del término legal para emitir respuesta/ Presunción de veracidad

“(…) la entidad accionada no ha respondido esa petición, pues el hecho contrario no lo demostró, ya que (…) dejó de pronunciarse en relación con la acción propuesta. Además, dejó de rendir el informe que se le solicitó en al auto admisorio de la solicitud de amparo, razón por la cual, de la manifestación de la entrega del derecho de petición y de la falta de respuesta del mismo, deben tenerse por ciertos los hechos de la demanda, de acuerdo con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991.”
SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO/ Juez de tutela está impedido para pronunciarse sobre sus efectos
“(…) en este caso no se acreditó que el demandante hubiese elevado solicitud al funcionario demandado para que le entregará la libreta militar sin cancelar el valor de la cuota de compensación militar (…)”
“Y es que aunque se hubiese elevado solicitud en el sentido atrás indicado y de haber resultado lesionado el derecho de petición, órdenes como las pedidas no pueden ser impartidas por vía de tutela, pues el juez constitucional no es el competente para resolver sobre las consecuencias del silencio administrativo positivo; lo es exclusivamente para adoptar las que correspondan para proteger derechos fundamentales lesionados en un caso concreto.”

Citas: Corte Constitucional, sentencias T-767 de 2004 y T-556 de 2013.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, marzo catorce (14) de dos mil dieciséis (2016)


Acta No. 124 de 14 de marzo de 2016

Expediente No. 66001-22-13-000-2016-00284-00
Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela que instauró, por medio de apoderado judicial, el señor Carlos Andrés Vélez Marín contra el Comandante del Distrito Militar Nº 22, Brigada Nº 10 de Pereira, Capitán José Jorge Collazos Lara.

A N T E C E D E N T E S

1.- Los hechos relatados en el escrito por medio del cual se promovió la acción, pueden resumirse así:

1.1 El actor convive desde hace aproximadamente seis años con su compañera sentimental, quien se desempeña como ama de casa; fruto de esa unión, nació una niña que va a cumplir siete años de edad.

1.2 El mismo señor está próximo a iniciar cuarto semestre en la carrera de administración financiera (modelo de educación a distancia), en la Universidad del Quindío; labora como auxiliar en el Banco de Occidente, percibe un salario de $769.643 y debe pagar un arrendamiento de $300.000 mensuales.
1.3 Es su deseo regularizar su situación militar, pero para ello se le exige el pago de dos sumas de dinero. Una de $97.000, por concepto de expedición y laminación de la libreta respectiva; otra, de $8.288.000, por cuota de compensación militar “(multa)”, sin que cuente con recursos económicos para atender esas obligaciones.
1.4 En enero pasado presentó derecho de petición al Batallón para que se le informara “el porqué del pago de esa suma tan alta a manera de multa”; como a la fecha esa petición no ha sido atendida, debió operar el silencio administrativo y en consecuencia, se le debe expedir la libreta militar sin que se aplique la mencionada multa.

2.- Considera lesionados sus derechos a la vida, a la integridad personal, al mínimo vital, al trabajo, a la igualdad, a la personalidad jurídica y al libre desarrollo de su personalidad. Para protegerlos, solicita se ordene a la autoridad demandada expedir la libreta militar y que no se le exija el pago de la cuota de compensación militar (multa), porque no cuenta con medios para atender el pago, sin que haya evitado o dilatado el trámite de ese documento e invoca la aplicación del silencio administrativo a su favor.

ACTUACIÓN PROCESAL
1.- Mediante proveído del pasado 1º de marzo se admitió la acción; se ordenó requerir al demandado para que informara si había resuelto de fondo la solicitud a que se refieren los hechos de la demanda y en caso positivo, indicara en qué fecha, aportara la copia del escrito respectivo y de la constancia sobre el envío. Al demandante se le requirió para que acreditara si había elevado alguna petición para que se le expidiera la libreta militar sin cancelar la cuota de compensación. 
2.- La entidad accionada no ejerció su derecho de defensa.

3.- Ni esta, ni el demandante, atendieron el requerimiento que les hizo la Sala en el auto que admitió la solicitud de amparo.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Considera el actor lesionados sus derechos a la vida, a la integridad personal, al mínimo vital, al trabajo, a la igualdad, a la personalidad jurídica y al libre desarrollo de su personalidad y para su protección, pretende se ordene a la demandada le entregue la libreta militar, sin tener que cancelar la cuota de compensación “(multa)” que se le exige, pues carece de recursos para ello.

3.- Aunque no se cita como vulnerado, estima la Sala necesario hacer referencia al derecho de petición, pues en los hechos de la demanda se indicó que la autoridad demandada no respondió la que elevó el accionante para que se le informara la razón por la cual se le cobra una suma tan alta, a título de cuota de compensación militar “(multa)”, y con fundamento en ese hecho, pretende se aplique el silencio administrativo a su favor y se ordene la expedición de la libreta militar.

Ese derecho está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política y es catalogado como uno subjetivo de las personas para acudir ante las autoridades o las organizaciones privadas con el fin de obtener se resuelvan las peticiones que ante ellas eleven, que no incluye el derecho a que el pronunciamiento sea en determinado sentido. El ejercicio efectivo de tal derecho implica además el de obtener una pronta resolución. 

La demora en responder o incluso las respuestas evasivas, vagas, contradictorias y en general las que no resulten concretas y por ende, impidan al interesado acceder a la información que solicita o cuando la respuesta lo desoriente o cause incertidumbre respecto a las inquietudes que procura aclarar, violan tal derecho. Así lo ha decantado la jurisprudencia constitucional:

“Dentro del marco citado, el derecho de petición se concreta (i) en la posibilidad que tiene cualquier persona de presentar peticiones ante las autoridades; (ii) en la obligación correlativa de las autoridades de emitir una respuesta pronta, clara, completa y de fondo a las solicitudes que le sean presentadas; y (iii) en la consecuente obligación de las autoridades de comunicar de manera oportuna a los peticionarios su respuesta. Igualmente debe anotarse que el derecho de petición guarda un vínculo de conexidad con otros derechos de igual relevancia como el derecho a la información y a la libertad de expresión.

4.2. La jurisprudencia constitucional ha establecido que el núcleo esencial del derecho fundamental de petición comprende los siguientes cuatro elementos:

(i) la posibilidad cierta y efectiva de presentar, de manera respetuosa, solicitudes ante las autoridades, sin que éstas se nieguen a recibirlas o tramitarlas;

(ii) la facultad de obtener una resolución pronta y oportuna de la cuestión en los términos consagrados en la ley;

(iii) el derecho a que sea resuelta de fondo, de manera clara, precisa y congruente con lo solicitado y

(iv) la pronta comunicación al peticionario acerca de la decisión o información requerida.

 …

4.3 Resulta igualmente importante señalar que la jurisprudencia constitucional ha sido reiterativa en señalar que para que el derecho de petición sea efectivamente respondido, la respuesta al mismo ha de ser (i) suficiente, cuando quiera que resuelva materialmente la petición y satisfaga los requerimientos del solicitante, sin que por ello excluya la posibilidad de que la respuesta sea negativa a las pretensiones del peticionario; (ii) efectiva, si soluciona el caso que se plantea y (iii) congruente si existe coherencia entre lo respondido y lo pedido, lo que supone que la solución o respuesta verse sobre lo preguntado y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar información adicional que se encuentre relacionada con la petición propuesta. De esta manera, solo se entenderá que el derecho de petición se encuentra garantizado cuando la respuesta al requerimiento hecho por el particular cumple con los anteriores aspectos.”
. 

La ley 1755 de 2015, “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”, dice en el artículo 13 que toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución y que salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince días siguientes a su recepción. 

4.- Está acreditado en el proceso que el 27 de enero de este año, el actor elevó petición al Distrito Militar Nº 22, Brigada Nº 10, con el fin de que se le informara la razón por la cual se le incrementó de manera tan exagerada la suma que se le cobra como cuota de compensación militar para obtener su libreta militar
, afirmación que no fue refutada. 

También, que la entidad accionada no ha respondido esa petición, pues el hecho contrario no lo demostró, ya que, como se indicó líneas atrás, dejó de pronunciarse en relación con la acción propuesta. Además, dejó de rendir el informe que se le solicitó en al auto admisorio de la solicitud de amparo, razón por la cual, de la manifestación de la entrega del derecho de petición y de la falta de respuesta del mismo, deben tenerse por ciertos los hechos de la demanda, de acuerdo con el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991. 
En estas condiciones, como transcurrieron más de quince días desde cuando se incoó la solicitud elevada por el actor, sin que aún obtenga una respuesta de fondo, se considera lesionado el derecho de que se trata y por tanto se concederá la tutela solicitada.
Para protegerlo, se ordenará al Capitán José Jorge Collazos Lara, en su calidad de Comandante del Distrito Militar Nº 22 de Pereira, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a contestar de fondo y en forma clara y concreta la solicitud radicada por el demandante el 27 de enero pasado.

5.- Se negarán las peticiones en la forma como las formuló el accionante, porque el silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto y aunque es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición
, en este caso no se acreditó que el demandante hubiese elevado solicitud al funcionario demandado para que le entregará la libreta militar sin cancelar el valor de la cuota de compensación militar, a pesar de que en el auto que admitió la tutela se le requirió para que lo hiciera.
Al respecto, ha dicho la Corte Constitucional
:

“Ahora bien, la violación de ese derecho puede dar lugar a la iniciación de una acción de tutela para cuya prosperidad se exigen dos extremos fácticos que han de cumplirse con rigor. Primero la existencia con fecha cierta de una solicitud dirigida a una autoridad, y segundo el transcurso del tiempo señalado en la ley sin que se haya dado una respuesta oportuna al solicitante. Así las cosas, para la prosperidad de la acción de tutela por violación del derecho de petición, el accionante debe acreditar dentro del proceso que elevó la correspondiente petición y, que la misma no fue contestada
.
 
Por lo anterior, es pertinente agregar que si bien toda persona tiene derecho a elevar solicitudes respetuosas ante la administración o contra particulares, es requisito indispensable para obtener el fin perseguido con la acción de tutela, demostrar así sea de forma sumaria, que se presentó la petición. 
En este sentido, la Sentencia T-997 de 2005, resaltó:    

 

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.

En este orden, no basta por tanto que el accionante afirme que su derecho de petición se vulneró por no obtener respuesta. Es necesario respaldar dicha afirmación con elementos que permitan comprobar lo dicho, de modo que quien dice haber presentado una solicitud y no haber obtenido respuesta deberá presentar copia de la misma recibida por la autoridad o particular demandado o suministrar alguna información sobre las circunstancias de modo, tiempo y lugar que acompañaron la petición, a fin de que el juez pueda ordenar la verificación”
.

Y es que aunque se hubiese elevado solicitud en el sentido atrás indicado y de haber resultado lesionado el derecho de petición, órdenes como las pedidas no pueden ser impartidas por vía de tutela, pues el juez constitucional no es el competente para resolver sobre las consecuencias del silencio administrativo positivo; lo es exclusivamente para adoptar las que correspondan para proteger derechos fundamentales lesionados en un caso concreto.
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 
PRIMERO.- Tutelar el derecho fundamental de petición de que es titular el señor Carlos Andrés Vélez Marín. En consecuencia, se ordena al Capitán José Jorge Collazos Lara, en su calidad de Comandante del Distrito Militar Nº 22, Brigada 10 de Pereira, que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, proceda a contestar de fondo y en forma clara y concreta la solicitud radicada por el demandante el 27 de enero pasado. 
SEGUNDO.- Se niegan las pretensiones de la demanda.
TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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